El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / PERSONA QUE RESIDE EN EL EXTERIOR / LA AFP DEBE ASUMIR LOS COSTOS DEL TRASLADO A COLOMBIA / O APLICAR EL ACUERDO DE SEGURIDAD SOCIAL SUSCRITO CON URUGUAY.
Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede el amparo frente a la decisión de Colpensiones de exigir a la accionante trasladarse a este país a fin de someterla a valoración médica laboral, dentro del trámite de revisión de su estado de invalidez. De serlo se establecerá si con ese proceder la entidad accionada vulnera los derechos fundamentales de que es titular la citada señora.

La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional. Sin embargo, esa misma corporación ha otorgado el amparo cuando las entidades competentes imponen obstáculos de tipo administrativos para calificar la invalidez, siempre y cuando se acredite que el mecanismo ordinario de defensa judicial resulta ineficaz para proteger el derecho invocado. (…)
En el caso concreto, no hay lugar a dudas que la señora Aura Rosa Villada Corrales requiere de la práctica de la valoración médico laboral para establecer si su estado de invalidez persiste o ha sufrido alguna variación, lo que repercute de manera directa sobre la pensión que actualmente recibe. Sin embargo, existe controversia frente a la manera como se debe llevar a cabo ese examen especializado, pues ella sostiene que Colpensiones puede realizarlo en el país en que reside actualmente, mientras que esa entidad insiste en que solo se puede realizar, de forma presencial, en Colombia. (…)
Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que guarda relación con el debate aquí propuesto. En sentencia T-1018 de 2006, la Corte Constitucional expresó:
“…Tal y como se desarrolló en la parte motiva de esta providencia, según el artículo 37 del Decreto 2463 de 2001, los gastos y costos que se requiera para la calificación o revisión del estado de invalidez, “estarán a cargo de la entidad administradora, entidad de previsión social, compañía de seguros, empleador, o solicitante correspondiente.” De la misma manera, tal disposición debe ser aplicada de conformidad con la Sentencia C-164 de 2000, y por tanto, el trabajador no debe asumir costo alguno para la realización de los exámenes para determinar la calificación de su invalidez”.

… además, mediante Ley 826 de 2003 se aprobó el Acuerdo de Seguridad Social entre Colombia y Uruguay, cuyo ámbito de aplicación son las prestaciones de vejez, invalidez y sobrevivientes, establece en su artículo 25 que las Autoridades Competentes, los Organismos de Enlace y las Entidades Gestoras de ambas partes, prestarán sus buenos oficios y colaboración técnica y administrativa recíproca, actuando a tales fines, como si se tratara de la aplicación de su propia legislación. Con ese objetivo ambas naciones aprobaron los formularios para la aplicación de ese Acuerdo, entre los cuales se encuentra el informe médico detallado COL/URU05, que como su nombre lo indica contiene la revisión clínica del afiliado al sistema y es realizado por “la autoridad competente para calificar la invalidez”.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, octubre veintiocho (28) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 538 del 28 de octubre de 2019


Expediente No. 66001-31-03-004-2019-00487-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló la parte actora frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 18 de septiembre, en la acción de tutela que instauró la señora Aura Rosa Villada Corrales contra Colpensiones, a la que fueron vinculados la Gerente de Defensa Judicial y los Directores de Acciones Constitucionales, de Medicina Laboral y de Atención y Servicios de esa misma entidad.
Se precisa que aunque en otras acciones de tutela, en las que ha intervenido Colpensiones, la Magistrada que funge en este caso como ponente manifestó su impedimento para conocer del asunto, estos han sido declarados infundados por el Magistrado que sigue en turno, motivo por el cual se procederá a definir la cuestión de fondo, sin necesidad de agotar ese trámite.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el apoderado de la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 La señora Aura Rosa Villada Corrales se encuentra residenciada en Montevideo, Uruguay, desde hace más de siete años.
1.2 Antes de trasladarse hasta ese país, el Instituto de los Seguros Sociales, mediante Resolución No. 06620 del 17 de julio de 2008, le reconoció la pensión de invalidez y en la actualidad recibe la mesada correspondiente, de la cual deriva su sustento.

1.3 Mediante comunicación del 10 de julio de 2018, Colpensiones la requirió para que allegara una serie de documentos a fin de revisar su estado de invalidez.

1.4 En atención a su cuadro clínico y a su incapacidad económica, nombró apoderado para realizar los trámites propios de esa revisión; por su intermedio, allegó la información exigida, la cual, entre otras cosas, dan cuenta de su residencia actual y de las dificultades para desplazarse hasta este país a fin de asistir a la valoración médica.

1.5 Por oficio del 21 de febrero de 2019 la demandada nuevamente la requiere para que aporte la documentación relacionada con su historia clínica actualizada.

1.6 Presentó las historias clínicas expedidas por la EPS Servicio Occidental de Salud y por la Asociación Española Primera de Socorros Mutuos, entidades que la han atendido, en su orden, en Colombia y Uruguay.
1.7 En comunicación del 3 de mayo de 2019, la accionada informa que no fue posible contactarla telefónicamente y que por tanto se cierra el trámite de calificación de invalidez, motivo por el cual se hace necesario presentar una nueva solicitud.
1.8 El 30 del citado mes se elevó otra petición ante Colpensiones para indicar que nunca se conocieron los intentos para contactarla y reiterar que ella reside en Uruguay y no se encuentra en posibilidad de trasladarse a Colombia, motivo por el cual pidió que la valoración técnica requerida se practicara en Montevideo, por medio de la entidad competente e idónea que señale Colpensiones o el Consulado de Colombia. Todo lo anterior con el objeto de mantener su pensión que corresponde a un salario mínimo legal.
1.9 En respuesta, la demandada procedió a ratificar lo relativo a que la valoración médica laboral se debe realizar en Colombia, de acuerdo con los parámetros establecidos en el Manual Único para la Calificación de Invalidez.

1.10 La actora se encuentra afiliada en Uruguay a la Asociación Española Primera de Socorros Mutuos, entidad que, en su calidad de prestadora de los servicios de salud, le brinda atención especializada en psiquiatría y le suministra los fármacos para el tratamiento de la depresión que la aqueja.
1.11 Esa enfermedad, que afecta el sistema nervioso y el estado emocional, se ha agravado debido al estrés que le ha provocado el hecho de que Colpensiones insista en que para la evaluación de su capacidad laboral debe trasladarse a este país, pues ve amenazado el pago de su pensión, única fuente de ingresos que tiene ya que es madre cabeza de familia. 
1.12 La situación económica de la accionante no le permite asumir los gastos que genera su desplazamiento a Colombia, máxime cuando su condición de salud le impide viajar sola.
1.13 En ningún momento se ha negado a ser valorada por medicina laboral, por el contrario encargó al padre de sus hijas para que allegara la documentación requerida y pidiera que ese examen se realizara en Montevideo, en virtud de su actual situación.

2. Considera lesionados los derechos a la protección pensional, el mínimo vital, la vida digna, la salud y la integridad personal. Para su protección, solicita se ordene a Colpensiones autorizar la práctica de la valoración de su estado de invalidez en Montevideo, por entidad de salud competente e idónea; en subsidio, de mantenerse la posición acerca de que la actora debe trasladarse al país para someterse a ese examen, la demandada asuma los gastos de transporte y viáticos para la actora y un acompañante. Además que mientras se define ese trámite médico laboral “se abstenga de tomar decisiones que menoscaben la actual pensión de invalidez que recibe”.
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 6 de septiembre se admitió la acción y se ordenó vincular a la Gerente de Defensa Judicial y a los Directores de Medicina Laboral, de Atención y Servicios y de Acciones Constitucionales de Colpensiones.
2. Se pronunció esa última funcionaria para manifestar que en respuesta a la petición formulada por la actora, se le informó la imposibilidad de programar cita para la valoración en la ciudad de Montevideo, pues según el Manual Único para la Calificación de Invalidez, ese análisis médico debe hacerse de forma presencial, a efecto de obtener una calificación completa y acertada. Por tanto se invitó a la parte actora a suministrar nuevamente la documentación e informar sus datos de contacto para agendar la mencionada cita, con lo cual se configuró un hecho superado. De presentarse desacuerdo frente a esa decisión, la demandante debe agotar los trámites administrativos y judiciales correspondientes y no acudir a la acción de tutela, la cual, por su naturaleza subsidiaria, resulta improcedente para dirimir cuestiones relativas al reconocimiento de prestaciones económicas, máxime cuando se dejó de acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
3. Se puso término a la instancia con sentencia del 18 de septiembre último en la que se negó el amparo solicitado.

Para así decidir, la Juez Cuarta Civil del Circuito consideró que en este caso se incumplen los requisitos jurisprudenciales de procedencia excepcional de la tutela para obtener el reconocimiento de derechos laborales, pues aunque la actora es un sujeto de especial protección, al haber sido declarada en condición de invalidez, no se aportó historia clínica que acredite con claridad el estado y evolución de su patología. Tampoco se tiene certeza sobre la afectación al mínimo vital, pues según los documentos allegados con la demanda “en cuanto a la ocupación aparece labores, sin especificar a qué clase de labores se refiere, por lo que no es este medio el idóneo para la protección de estos derechos reclamados”. De otro lado, estimó que la actuación administrativa adelantada por Colpensiones en el trámite de calificación de la pérdida de la capacidad laboral, es el señalado en el ordenamiento jurídico y que la respuesta suministrada el 17 de junio pasado es clara y precisa al manifestarle el procedimiento que debía adelantar para acceder a una nueva programación de la cita médico laboral.
4. Inconforme con el fallo, el apoderado de la accionante lo impugnó. Adujo: a) esa decisión no es coherente con los hechos y derechos invocados en la demanda y se sustentó en consideraciones e interpretaciones inexactas; b) la funcionaria de primera sede se niega a cumplir el mandato legal de garantizar a la accionante el pleno goce de su derecho; c) se omitió analizar la historia clínica aportada con la demanda, en la que se hace referencia al estado mental de la demandante; también la certificación del médico psiquiatra en la que manifiesta que no se encuentra en condiciones de viajar; d) en momento alguno se pretende desconocer las normas que rigen la revisión del estado de invalidez; e) debido a la comunicación realizada por Colpensiones para evaluarla por médico laboral, la actora generó un estado de ansiedad, del cual no se ha podido reponer, y se manifestó en tres episodios registrados los días  20 de agosto y 8 de octubre de 2018 y el 3 y 31 de julio de este año. Además, cuando se enteró del fallo de primera instancia, tuvo que ser trasladada al servicio de urgencias médicas, pues siente amenazado su derecho a la pensión y f) si existe la posibilidad de realizar procedimientos judiciales y administrativos fuera del país, debería permitirse la revisión de la pérdida de la capacidad laboral en Uruguay, más aún si se tiene en cuenta que carece de los recursos económicos para asumir su traslado a este país.   
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede el amparo frente a la decisión de Colpensiones de exigir a la accionante trasladarse a este país a fin de someterla a valoración médica laboral, dentro del trámite de revisión de su estado de invalidez. De serlo se establecerá si con ese proceder la entidad accionada vulnera los derechos fundamentales de que es titular la citada señora.
3. La Corte Constitucional ha reiterado, teniendo presente la subsidiaridad que caracteriza la acción de tutela, que los conflictos jurídicos que surgen del reconocimiento de pensiones escapan a la competencia del juez constitucional. Sin embargo, esa misma corporación ha otorgado el amparo cuando las entidades competentes imponen obstáculos de tipo administrativos para calificar la invalidez, siempre y cuando se acredite que el mecanismo ordinario de defensa judicial resulta ineficaz para proteger el derecho invocado. Así por ejemplo, ha dicho: 

“3.1. Como exigencia general de procedencia de la acción de tutela, conforme al artículo 86 de la Carta y al 6 del Decreto 2591 de 1991, se encuentra su carácter subsidiario, que tal como lo ha expresado la Corte Constitucional en diversa jurisprudencia, puede ser utilizada ante la vulneración o amenaza de derechos fundamentales bajo las siguientes implicaciones: i) Que no exista otro medio judicial a través del cual se pueda resolver el conflicto relacionado con la vulneración del derecho fundamental alegado; ii) Que aún existiendo otras acciones, éstas no sean eficaces o idóneas para la protección del derecho; o iii) Que siendo estas acciones judiciales un remedio integral, resulte necesaria la intervención transitoria del juez de tutela para evitar la consumación de un perjuicio irremediable.

3.1.1. En el mismo orden de desarrollo, la Corte ha objetado la valoración genérica del medio de defensa ordinario, pues ha considerado que en abstracto cualquier mecanismo judicial puede considerarse eficaz, dado que la garantía mínima de todo proceso es el respeto y la protección de los derechos constitucionales de los asociados. Por esta razón, la jurisprudencia ha establecido que la eficacia de la acción ordinaria solo puede prodigarse en atención a las características y exigencias propias del caso concreto, de modo que se logre la finalidad de brindar plena y además inmediata protección a los derechos específicos involucrados en cada asunto.

…

En efecto, la calificación por pérdida de capacidad laboral constituye una prestación derivada del sistema de seguridad social, y los eventuales conflictos que puedan surgir entre las entidades que, según el artículo 41 de la Ley 100 de 1993, se encuentran obligadas a emitir tal dictamen y el afiliado que lo solicita- porque aquellas lo niegan o lo retardan-, son ejemplos típicos que corresponde conocer a la jurisdicción laboral y de la seguridad social, según la regla de competencia definida por el artículo 2 del Estatuto Procesal del Trabajo.

3.2.1. Anotado esto, la Sala observa que, en principio, el accionante dispone de las acciones ordinarias laborales para controvertir la decisión de la EPS SaludCoop de negarse a calificar su pérdida de capacidad laboral argumentando la suspensión de su afiliación. Sin embargo, analizado en concreto, dicho mecanismo de defensa judicial no resulta lo suficientemente eficaz para asegurar la protección urgente e inaplazable a los derechos fundamentales invocados, por cuanto se trata de una calificación que el señor Arenas Dueñas ha perseguido infructuosamente por más de 1 año y medio probablemente con el fin de obtener una pensión de invalidez, debiendo además, afrontar una situación de desempleo por su misma discapacidad que le impide desempeñarse laboralmente en condiciones normales, y paraliza cualquier ánimo contractual de los empleadores.

Visto así, no se trata en este caso de un debate en torno a la estricta idoneidad del medio judicial principal, pues la acción ordinaria en el asunto estudiado es idónea en orden a proteger los derechos alegados y puede asegurar los mismos efectos que se lograrían con la tutela. El punto que cobra importancia, y del que se deriva la procedibilidad definitiva de esta acción constitucional frente a otros medios de defensa, es precisamente que estos no son lo suficientemente expeditos frente a la situación particular del accionante, que sin contar con otros medios económicos y estando discapacitado, demanda una protección inmediata.”

En el caso concreto, no hay lugar a dudas que la señora Aura Rosa Villada Corrales requiere de la práctica de la valoración médico laboral para establecer si su estado de invalidez persiste o ha sufrido alguna variación, lo que repercute de manera directa sobre la pensión que actualmente recibe. Sin embargo, existe controversia frente a la manera como se debe llevar a cabo ese examen especializado, pues ella sostiene que Colpensiones puede realizarlo en el país en que reside actualmente, mientras que esa entidad insiste en que solo se puede realizar, de forma presencial, en Colombia.
Para la Sala, aunque ese debate debe ser dirimido, en principio, por la justicia laboral, considera desproporcionado someter a la actora a un proceso de esa naturaleza en el cual se deben agotar diferentes etapas, lo que implica diferir su definición, ya que mientras ello se surte, su mesada pensional puede serle suspendida, tal como se analizará luego en esta providencia y en tal forma puede resultar lesionado su derecho a una vida en condiciones dignas, pues depende económicamente de ella y apenas asciende a un salario mínimo legal vigente, como lo expresó en el escrito por medio del cual se inició la acción, sin controversia de la parte demandada.

4. Es del caso analizar entonces si la entidad demandada desconoció derechos de que sea titular la demandante, al abstenerse de definir el trámite médico laboral iniciado por ella.

5. Las pruebas incorporadas al proceso, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

5.1 Mediante Resolución No. 06620 del 17 de julio de 2008, el extinto Instituto de los Seguros Sociales reconoció la pensión de invalidez a la accionante
.
5.2 Por medio de comunicación del 10 de julio de 2018 Colpensiones formuló requerimiento a la demandante para que incorporara una serie de documentos a fin de dar inició al trámite de revisión del estado de invalidez. Además le informó que Asalud Ltda. la contactaría con el objeto de asignarle cita para la valoración médica laboral
.
5.3 El 9 de octubre siguiente, por medio de mandatario, la cita señora aportó los documentos exigidos, manifestó que en la actualidad reside en Uruguay y que debido a su condición económica y de salud, no puede viajar para atender aquel requerimiento, “lo cual constituye una situación de fuerza mayor”
.
5.4 Por oficio del 21 de febrero de este año, la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones le informó que para determinar la pérdida de la capacidad laboral, era imprescindible que aportara copia de la historia clínica completa y actualizada, o un resumen de la misma, “desde la fecha del diagnóstico de su patología, por los especialistas tratantes de sus patologías menor de 6 meses con firma y sello de su EPS”
.
5.5 A lo anterior se dio cumplimiento el 15 de marzo siguiente
.

5.6 Mediante comunicación del 3 de mayo de 2019, la citada funcionaria puso en conocimiento el cierre del trámite administrativo e indicó que para poder realizar la valoración médica laboral, que llevara a proferir el dictamen de pérdida de la capacidad laboral, debía realizar una nueva solicitud. Ello con sustento en que no había sido posible contactar a la demandante, vía telefónica, razón por la cual se dedujo que había desistido de la petición
.
5.7 En escrito presentado ante Colpensiones el 30 del citado mes, el apoderado de la actora señaló que desconocen los supuestos intentos para contactarla; que esta, tal como ya se había manifestado, vive en Montevideo y le es imposible, por razones de salud y carencia de recursos económicos, trasladarse a este país para someterse a la valoración especializada. Por ello, solicitó, en aras de mantener el mínimo vital, autorizar que ese examen se practicara en aquella ciudad, por medio de la entidad competente e idónea que señale Colpensiones o que pueda recomendar el Consulado de Colombia
.
5.8 En respuesta emitida el 17 de junio último, aquella funcionaria refirió que el proceso administrativo de calificación de pérdida de la capacidad laboral había sido cerrado por desistimiento y que no es viable programar una cita de valoración en Uruguay, pues de conformidad con el Manual Único para la Calificación de Invalidez, ese examen debe practicarse de manera presencial con el objeto de realizar una calificación completa y acertada. En consecuencia, la invitó a radicar nuevamente la documentación correspondiente y esperar a que se agende la mencionada cita
.

5.9 Según los certificados expedidos por el Ministerio del Interior de Uruguay y del Consulado de Colombia en ese país, la accionante reside en la ciudad de Montevideo
.
6. Para empezar a definir la cuestión es preciso hacer referencia al precedente jurisprudencial que guarda relación con el debate aquí propuesto. En sentencia T-1018 de 2006, la Corte Constitucional expresó:  

“De la misma manera, se encuentra probado que el actor ha solicitado la práctica de los procedimientos requeridos, mediante petición del 4 de abril de 2004. Sin embargo, los exámenes no han sido efectivamente realizados.
 
Lo anterior, nos permite concluir que se ha presentado una vulneración de los derechos fundamentales del señor Sotelo Gamboa, toda vez que la mora en la realización de unos exámenes ordenados por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez, y autorizados por Medicina Laboral del Seguro Social, le ha impedido se defina su situación en relación con el reconocimiento de su pensión de invalidez.
 
En efecto, tal y como lo señala el actor, su mesada pensional era el único medio de subsistencia, y la demora en el trámite de la calificación, ha puesto en peligro su mínimo vital, y su derecho a la salud, en virtud de las enfermedades que le aquejan.
En otras palabras, el señor Sotelo Gamboa tiene el derecho a la práctica de los exámenes médicos que se requieran para que se rinda a la Junta de invalidez el dictamen pericial correspondiente, de lo contrario, se desconocería el derecho a la pensión de una persona que se encuentra en un estado de debilidad manifiesta. Sin embargo, esta Sala determinará la entidad responsable en la realización de los procedimientos requeridos.
 
(ii)     Obligación de la práctica de los exámenes para la calificación del estado de invalidez

 
El artículo 44 de la Ley 100 de 1993 establece que “el estado de invalidez podrá revisarse: a. Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiera lugar”
 
Tal y como se desarrolló en la parte motiva de esta providencia, según el artículo 37 del Decreto 2463 de 2001, los gastos y costos que se requiera para la calificación o revisión del estado de invalidez, “estarán a cargo de la entidad administradora, entidad de previsión social, compañía de seguros, empleador, o solicitante correspondiente.” De la misma manera, tal disposición debe ser aplicada de conformidad con la Sentencia C-164 de 2000, y por tanto, el trabajador no debe asumir costo alguno para la realización de los exámenes para determinar la calificación de su invalidez.
 
En este caso, considerando que el señor Francisco Sotelo Gamboa es pensionado del Instituto de Seguro Social, es esta entidad la que debe cubrir todos los gastos que se produzcan con ocasión del proceso de calificación de invalidez.”
Y más recientemente esa misma Corporación señaló:

“2.4.3. En cuanto a los gastos que genere la calificación o revisión del estado de invalidez, el artículo 37 del Decreto 2463 de 2001 en arreglo con el literal b del artículo 44 de la Ley 100 de 1993 indica:

“Todos los gastos que se requieran para el traslado del afiliado, pensionado por invalidez o beneficiario sujeto de la decisión, estarán a cargo de la entidad administradora, entidad de previsión social, compañía de seguros, empleador, o solicitante correspondiente. 

…
Seguidamente, el Tribunal Constitucional concluyó que corresponde a las entidades administradoras del Sistema, asumir el valor de los gastos que se generen en el transcurso de un trámite orientado a readquirir el derecho a una pensión de invalidez, perdido como consecuencia del procedimiento de revisión de la misma…
”
En el caso concreto está acreditado que Colpensiones le exige a la señora Aura Rosa Villada Corrales, quien reside en Uruguay, acudir a la valoración médico laboral en Colombia, a efecto de definir el trámite de revisión de su estado de invalidez, a pesar de que ella ha manifestado su imposibilidad física y económica para poder desplazarse a este país. 
7. Para la Sala esa determinación desconoce el precedente jurisprudencial y atenta contra los derechos de la actora, por las siguientes razones: 
7.1 Si Colpensiones considera que en efecto la demandante debe trasladarse desde Uruguay hasta Colombia para acudir a la cita especializada que le programen y ella le manifestó carecer de recursos económicos para asumir los costos del desplazamiento, a esa entidad le correspondía asumirlos de conformidad con el artículo 2.2.5.1.32. de Decreto 1072 de 2015 que establece que en su parte pertinente: “Todos los gastos que se requieran para el traslado de los integrantes de la Junta de conformidad con el presente capítulo, del afiliado, pensionado por invalidez o beneficiario objeto de dictamen, así como de su acompañante dentro o fuera de la ciudad de conformidad con el concepto médico, estarán a cargo de la entidad Administradora de Riesgos Laborales, Administradoras del Sistema General de Pensiones, el empleador correspondiente…”
7.2 Pero además, mediante Ley 826 de 2003 se aprobó el Acuerdo de Seguridad Social entre Colombia y Uruguay, cuyo ámbito de aplicación son las prestaciones de vejez, invalidez y sobrevivientes, establece en su artículo 25 que las Autoridades Competentes, los Organismos de Enlace y las Entidades Gestoras de ambas partes, prestarán sus buenos oficios y colaboración técnica y administrativa recíproca, actuando a tales fines, como si se tratara de la aplicación de su propia legislación. Con ese objetivo ambas naciones aprobaron los formularios para la aplicación de ese Acuerdo
, entre los cuales se encuentra el informe médico detallado COL/URU05, que como su nombre lo indica contiene la revisión clínica del afiliado al sistema y es realizado por “la autoridad competente para calificar la invalidez”
. 
Significa lo anterior que a partir de ese Acuerdo se han concebido diferentes mecanismos para que colombianos accedan a trámites pensionales en Uruguay, entre ellos para obtener la calificación de la entidad responsable para examinar el estado de invalidez. En otras palabras, los Estados partes reconocen en su homólogo autoridades capaces de valorar la pérdida de la capacidad laboral de sus nacionales.
Surge de lo anterior que Colpensiones puede solicitar, en aplicación a la colaboración y asistencia técnica entre ambos países, que autoridades uruguayas determinen la condición de invalidez de la accionante y por eso no se comparte el argumento según el cual el trámite para de revisión tantas veces mencionado solo se puede adelantar cuando ella se someta a esa valoración en este territorio.   
8. Así entonces esa entidad amenaza el derecho a la seguridad social de la actora, al exigirle su traslado desde Uruguay a Colombia para tramitar lo relacionado con la revisión de su pensión de invalidez, sin emplear los mecanismos que le brinda el ordenamiento legal para obtener la valoración médico laboral de quien se encuentra en el extranjero; ha perdido la capacidad para laborar; carece de medios para desplazarse hasta el país, pues como ya se indicara, su pensión asciende a un salario mínimo legal, y no puede viajar sola, dado su estado de salud, todo lo cual constituyen barreras injustificadas para continuar con el proceso de revisión de su estado de incapacidad, que de no hacerse puede dar lugar a la suspensión de la mesada pensional de la que viene disfrutando la accionante.

En efecto, de conformidad con el artículo 44 de la Ley 100 de 1993: “El estado de invalidez podrá revisarse: a) Por solicitud de la entidad de previsión o seguridad social correspondiente cada tres (3) años, con el fin de ratificar, modificar o dejar sin efectos el dictamen que sirvió de base para la liquidación de la pensión que disfruta su beneficiario y proceder a la extinción, disminución o aumento de la misma, si a ello hubiere lugar… El pensionado tendrá un plazo de tres (3) meses contados a partir de la fecha de dicha solicitud, para someterse a la respectiva revisión del estado de invalidez. Salvo casos de fuerza mayor, si el pensionado no se presenta o impide dicha revisión dentro de dicho plazo, se suspenderá el pago de la pensión...” 
9. Por tanto, se revocará el fallo de primera instancia y se concederá el amparo invocado. 
En consecuencia, se ordenará a la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones que dentro de un lapso de veinte días, adelante las gestiones necesarias para someter a la accionante a la valoración médico laboral necesaria para continuar el trámite de revisión de su estado de invalidez, ya sea asumiendo el costo de los gastos de transporte, ida y regreso, para la actora y un acompañante, desde Uruguay hasta Colombia o adelantando los trámites del caso para que la valoración sea realizada en aquel país, en aplicación del Acuerdo de Seguridad Social suscrito entre ambas naciones y, en todo caso, materializar esa valoración, en un lapso de un mes.
Teniendo en cuenta que la Gerente de Defensa Judicial y los Directores de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicios de Colpensiones, carecen de competencia para definir la cuestión, pues esto es de resorte exclusivo de la Directora de Medicina Laboral, se declarará improcedente el amparo frente a aquellos. 

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el pasado 18 de septiembre, en la acción de tutela promovida por la señora Aura Rosa Villada Corrales contra Colpensiones.

SEGUNDO: Se concede el amparo al derecho a la seguridad social de ese titular la actora.

TERCERO: Se ordena a la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones que dentro de un lapso de veinte días, adelante las gestiones necesarias para someter a la accionante a la valoración médico laboral necesaria para continuar el trámite de revisión de su estado de invalidez, ya sea asumiendo el costo de los gastos de transporte, ida y regreso, para la actora y un acompañante, desde Uruguay hasta Colombia o adelantando los trámites del caso para que la valoración sea realizada en aquel país, en aplicación del Acuerdo de Seguridad Social suscrito entre ambas naciones y, en todo caso, materializar esa valoración, en un lapso de un mes.

CUARTO: Se declara improcedente la acción frente a la Gerente de Defensa Judicial y los Directores de Acciones Constitucionales y de Atención y Servicios de Colpensiones.
QUINTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

SEXTO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

� Sentencia T-646 de 2013, MP. Luis Guillermo Guerrero Pérez


� Folio 14 y 15


� Folio 16


� Folio 17


� Folio 18


� Folio 19


� Folio 20


� Folio 21


� Folio 22 y 23


� Folio 9 a 11


� Sentencia T-194 de 2010, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva


� Según la página del Ministerio del Trabajo a ello se procedió en  ronda de conversaciones entre las delegaciones de ambos Estados, realizada el 24 de agosto de 2017. 


� Ese informe se encuentra siguiendo este link � HYPERLINK "http://www.mintrabajo.gov.co/documents/20147/58591981/INFORME+MEDICO+DETALLADO+COL-URU-05.pdf/edcc738f-afed-e693-6318-dc0876dd1fe6" �http://www.mintrabajo.gov.co/documents/20147/58591981/INFORME+MEDICO+DETALLADO+COL-URU-05.pdf/edcc738f-afed-e693-6318-dc0876dd1fe6�
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